
Delitos de lesa Universidad

H
ACE no muchos años, el llorado Ma-

nuel López, presidente de Confe-

rencia de Rectores de las Universi-
dades españolas (CRUE) y rector de 

Zaragoza, detalló que cualquier re-

forma de la universidad española 

debía ser reflexiva, en línea con las tendencias eu-

ropeas y fruto de un amplio consenso. La Ley Or-

gánica del Sistema Universitario (LOSU), presen-

tada semanas atrás por el ministro Subirats, care-

ce, en gran medida, de cualquiera de estas 

características para construir un modelo que re-

suelva los problemas reales de la universidad. Sólo 

beneficia las pretensiones políticas de aquellos 

que le han aupado al sillón y que se están aprove-

chando de la universidad para conseguir objeti-

vos que nada tienen que ver con la institución. Rea-

lizar una reforma en contra de todo y todos es, en 

palabras de otro presidente de la CRUE, un delito 

de lesa universidad. 

Subirats no puede argumentar que no tiene re-

comendaciones sobre qué necesita la universidad 

española. A través de los años, distintos informes 

realizados por prestigiosos investigadores y sesu-

dos pensadores han descrito con detalle lo que ne-

cesita nuestra educación superior. El informe Ta-

rrach, el informe Miras, o el de los consejos socia-

les, entre otros, son bastante homogéneos y

completos al describir las necesidades de nuestra 

universidad. Tampoco escucha las recomendacio-

nes del manifiesto realizado por cinco de los más 

brillantes economistas europeos, entre ellos Phi-

lippe Aghion o el catedrático de la Pompeu Fabra 

Andreu Mas-Colell. El texto proponía dos ideas 

fundamentales para la mejora de las universida-

des europeas: incrementar su dotación presupues-

taria y elevar su autonomía funcional, financiera 

y académica.  

La primera choca de inmediato con la realidad. 
La Gran Recesión, que se extendió hasta casi 2015, 

la epidemia y, en este momento, la impredecible 

guerra en Ucrania la hacen imposible. Pero Subi-

rats ha encontrado una solución. Al igual que en 

la ‘ley Celaá’, el Gobierno de Pedro Sánchez no va 

a quedar mal por dinero. Ha prometido por ley la 

subida de los compromisos presupuestarios con 

las universidades del 0,7 por ciento al 1 por cien-

to del Producto Interior Bruto, algo más de 3.500 

millones de euros. Obviamente, no será la señora 

Montero la que pague, sino las comunidades au-

tónomas, a las que enfrenta a un compromiso que 

no han elegido pero que están obligadas a cumplir 

por ley orgánica. 

Curiosamente la norma no incluye ninguna re-

ferencia a la responsabilidad del ministerio con la 

UNED, la delicada situación económica de la Uni-

versidad Internacional Menéndez y Pelayo, o los 

compromisos con los campus en Ceuta y Melilla 

de la Universidad de Granada. Tampoco sé por qué 

me extraño. Fue un gobierno socialista el que ase-

guró que la transición a los mecanismos de Bolo-
nia, y la transformación consiguiente, se podía ha-

cer a coste cero... 

 

M
e llama la atención la tendencia de este 

Gobierno a transformar los compromi-

sos financieros en estructurales. Me re-

cuerda a la situación previa a la inter-

vención que allá por el año 2012 sufrió Grecia. Co-

nozco de primera mano las visitas de los hombres 

de negro de la Comisión a España. Por un lado, su-

pervisaban la consolidación financiera, mientras 

que preguntaban con voz cándida si la vigilancia 

que imponían iba a afectar a las universidades y 

su calidad. Mucho. Pero sin lugar a dudas, mucho 

menos del que se podría esperar gracias a la ges-

tión de la crisis y el esfuerzo de todos los implica-

dos, profesores, equipos rectorales, estudiantes,

familias, etcétera. No se puede pedir de nuevo a 

los universitarios un esfuerzo tan brutal como el 

que efectuaron hace una década, pero desgracia-

damente parece que vamos, LOSU mediante, de-

rechos al mismo pozo. En cuanto a la segunda re-

comendación, es el Gobierno el que debe cuidarla 

y mimarla, aunque sólo sea para cumplir el man-

dato de los artículos 20 y 27 de nuestra Constitu-

ción. Pero tampoco aquí ha habido suerte. La ley 

desdibuja la capacidad de los gestores universita-

rios para tomar decisiones en 

aspectos tan importantes como 

la contratación de personal o fi-

jar las metas de la institución. 
Como es habitual en Europa, la 

LOSU adopta la estrategia de pre-

cisar a las universidades unos 

objetivos que cumplir para ob-

tener, entre otras cosas, finan-

ciación. Por supuesto estas me-

tas no vienen determinadas en 

la ley como vinculadas a la in-

vestigación o a la docencia. Como 

cabía esperar de este Gobierno, 

tendrán que estar definidos en

el ámbito de la igualdad de gé-

nero, el uso de los idiomas coo-

ficiales y similares. No pongo en 

duda la importancia de este mar-

co, pero reivindico los objetivos 

de investigación y formación 

como parte del proceso de me-

jora de la sociedad española. 

Todo lo anterior se realiza, 

además, reforzando la interven-

ción de las comunidades autó-

nomas, en algún caso ya omní-

moda, frente a las agencias es-

tatales como la Aneca. No digo

que esta sea la panacea. Sin em-

bargo, sí que está libre de los re-

gionalismos y localismos que 

pueden transformar nuestras 

universidades públicas españo-

las en meras academias, y el sis-

tema universitario español en 

un cortijo de unos pocos grupos 

de presión regionales. Si como pasó en la ‘ley Ce-

laá’, el Gobierno renuncia al consenso y se escuda 

en contar con los votos necesarios, y estoy seguro 
de que los tiene al ver quién se puede aprovechar 

de su mediocridad, el ministro y su presidente ha-

brán incurrido en un delito de lesa universidad.  

Estos delitos no tienen castigo penal, afortuna-

damente para sus perpetradores, pero sí reproba-

ción en la memoria. Hoy, todavía se recuerda el 

«calendario juliano», una ocurrencia del ministro 

Julio Rodríguez allá por los estertores finales del 

franquismo y que supuso el cambio del comienzo 

del curso académico, que pasó a coincidir con el 

año natural. Como hará la reforma actual, dejó des-

nortado al sistema durante un par de años hasta 

que alguien con sentido común, en ese caso fue el 

catalán Cruz Martínez Esteruelas, devolvió la nor-

malidad. 

Jorge Sainz 

es catedrático de Economía Aplicada de la Universidad Rey 

Juan Carlos y ex secretario general de Universidades
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